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MEMORIA DE ACTIVIDADES  

CLÍNICA JURÍDICA FLORA TRISTÁN 

Facultad de Derecho · Universidad Pablo de Olavide 

 

Curso académico 2025/2026 — Primera edición (proyecto piloto) 

 
Desarrollada en el marco del Proyecto de Innovación Docente 

«Aprendizaje servicio y acción social en Derecho: proyecto piloto para la Clínica Jurídica Flora 
Tristán»  

 

Resolución de 10 de febrero de 2026, de la Universidad Pablo de Olavide, de Sevilla, por la que se aprueba la 
relación definitiva de proyectos Adjudicados en la convocatoria de la acción 2: proyectos destinados al diseño y 
aplicación de nuevas metodologías docentes y evaluadoras, Prioritariamente enfocadas a la formación en 
competencias, integrada, en el marco del plan de innovación y desarrollo docente de la citada Universidad (curso 
2025/2026). 

 
Responsable del proyecto y coordinadora de la Clínica:   

 
Laura García Álvarez 

 
Profesorado participante en el PID: 

 
Reyes Sánchez Lería 

Juan Pablo Pérez Velázquez 
Laura García Álvarez 

 
Sevilla, julio de 2026 



 2 

1. Presentación y origen de la iniciativa 
La Clínica Jurídica Flora Tristán es una iniciativa de innovación docente y transferencia de 
conocimiento de la Facultad de Derecho de la Universidad Pablo de Olavide que aplica la metodología 
del aprendizaje-servicio (ApS) y del «learning by doing» a la formación jurídica mediante la atención, 
bajo supervisión docente, de necesidades jurídicas reales de colectivos en situación de vulnerabilidad 
del Polígono Sur de Sevilla, en colaboración con el Complejo Universitario Flora Tristán de la UPO y 
con las entidades del tercer sector del barrio. 

Durante el curso 2025/2026 la Clínica ha desarrollado su primera edición como proyecto piloto, en el 
marco del Proyecto de Innovación Docente «Aprendizaje servicio y acción social en Derecho: proyecto 
piloto para la Clínica Jurídica Flora Tristán», de la convocatoria publicada en TEO el 9 de julio de 20251 
para el curso 2025/26, concedido en convocatoria competitiva por el Vicerrectorado de Planificación 
Estratégica de la Universidad Pablo de Olavide (con el código de identificación ID 47) siendo su 
responsable y coordinadora la profesora Laura Isabel García Álvarez, contando en el equipo con los 
profesores Reyes Sánchez Lería y Juan Pablo Pérez Velázquez. 

La presente memoria documenta las actividades desarrolladas, los resultados obtenidos —con 
indicadores objetivos y cuantificables—, el impacto formativo y social generado y la hoja de ruta de 
consolidación institucional de la Clínica, y se acompaña de la relación de evidencias que figura en el 
anexo. 

2. Equipo 
Responsable y coordinadora: Laura García Álvarez.  

Profesorado participante en el proyecto: Reyes Sánchez Lería y Juan Pablo Pérez Velázquez. 

Profesorado colaborador: Juan Alejandro Montoro Sánchez, Amanda Kalil, Rocío Navarro González, 
Francisco Javier Vigier Moreno, Alfonso Blázquez Muñoz, Raúl Álvarez Pérez.  

Colaboración profesional externa: abogados/as pro bono y especialistas invitados, que han 
participado en las sesiones de atención directa y en los talleres.  

3. Entidades colaboradoras y arraigo en el entorno 
La Clínica ha operado en estrecha colaboración con el Complejo Universitario Flora Tristán de la UPO 
—sede física de buena parte de las actividades y nexo con el tejido asociativo del barrio- y con más de 
diez entidades del tercer sector que trabajan en el Polígono Sur, cuyas demandas fueron recogidas en 
la reunión de detección de necesidades celebrada el 2 de junio de 2025 y canalizadas posteriormente 
a través de la Coordinación de la Flora Tristán. Las líneas de trabajo se han definido a partir de la 
demanda social real, priorizando las necesidades manifestadas por las organizaciones vecinales 

 
1 RESOLUCIÓN DE 8 DE JULIO DE 2025, DE LA UNIVERSIDAD PABLO DE OLAVIDE, DE SEVILLA, POR LA QUE SE 
APRUEBA LA CONVOCATORIA DE LA ACCIÓN 2: PROYECTOS DESTINADOS AL DISEÑO Y APLICACIÓN DE NUEVAS 
METODOLOGÍAS DOCENTES Y EVALUADORAS, PRIORITARIAMENTE ENFOCADAS A LA FORMACIÓN EN 
COMPETENCIAS, INTEGRADA EN EL MARCO DEL PLAN DE INNOVACIÓN Y DESARROLLO DOCENTE DE LA CITADA 
UNIVERSIDAD, CURSO 2025/2026, disponible en: 
https://upo.es/cms1/export/sites/upo/desarrollo/innovacion/Convocatoria 2526/CONVOCATORIA-25 26.pdf  
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(“Nosotros también somos Sevilla”, especialmente) y entidades del tercer sector (Entre Amigos, 
Servicios Sociales del Polígono Sur, CEPER, Comisionado, San Juan Bosco, etc.) 

 

 

 

 

4. Actividades desarrolladas 
Fase preparatoria (otoño de 2025). Reuniones de coordinación con el CU Flora Tristán y las entidades 
colaboradoras; sesiones informativas al alumnado; habilitación de un correo de asistencia para la 
recepción de casos; y selección de los casos de mayor interés pedagógico y viabilidad temporal. 

Seminarios formativos (enero–febrero de 2026). Cinco seminarios: uno de perfil social, impartido por 
Alfonso Blázquez Muñoz, común a todo el alumnado, desarrollado en la UPO, en el que se propició un 
acercamiento geográfico, histórico, social y político al Polígono Sur, así como a conceptos como 
“vulnerabilidad”, “en riesgo de exclusión”, “excluido”, “marginal”, con idea de hacer reflexionar al 
alumnado y de hacer entender la multicausalidad de la problemática de este barrio y, también, el 
papel del CU Flora Tristán y su modelo de interacción con el entorno.  
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Además, se organizó una mañana completa de visita a distintos enclaves del Polígono Sur, orientada 
a la sensibilización y a la formación en el trato a personas usuarias en situación de vulnerabilidad y a 
conocer el trabajo de las distintas entidades colaboradoras. Por último, se organizaron tres seminarios 
de perfil jurídico (“Regularización extraordinaria”, “Convenios reguladores”, “Derecho a justicia 
gratuita”), uno por línea de trabajo (exceptuando la del acompañamiento al recorte de líneas de 
autobuses, que se realizó mediante acompañamiento y devolución periódica), sobre el marco 
normativo y los cauces procedimentales aplicables. 

       

Trabajo sobre las líneas (semanas 3.ª a 10.ª). El estudiantado, organizado en grupos bajo tutorización 
permanente, trabajó en cuatro líneas: (i) regularización extraordinaria de personas migrantes; (ii) 
acceso a la justicia gratuita, (iii) convenios reguladores y contratos de arrendamiento; y (iv) 
reclamación por la suspensión y reducción de líneas de autobuses (TUSSAM) en el barrio 
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– Difusión de información jurídica en lenguaje claro mediante dípticos traducidos a tres idiomas 
(inglés, francés y árabe), ampliando su accesibilidad para la población migrante destinataria (se 
adjuntan dípticos en Anexo IV). 

– Impartición por el estudiantado, con supervisión docente, de talleres formativos abiertos al 
personal técnico de las entidades y al vecindario, sobre temáticas demandadas por las propias 
entidades colaboradoras. 

– Consolidación de una red de colaboración estable entre la Universidad, el CU Flora Tristán, la 
Administración autonómica y más de diez entidades del tercer sector del Polígono Sur. 

7. Impacto en la formación del estudiantado 
Las evidencias recogidas (observación continuada, rúbrica de evaluación y encuesta anónima) 
acreditan un impacto formativo muy notable: mayor retención de conocimientos derivada del papel 
activo del estudiantado; desarrollo de la reflexión crítica y de la capacidad de plantear y resolver 
problemas jurídicos reales; adquisición aplicada de contenidos de deontología profesional 
actualmente carentes de presencia curricular (deber de diligencia, confidencialidad y protección de 
datos, trato respetuoso a personas usuarias); manejo integrado de distintas ramas del ordenamiento 
desde un enfoque interdisciplinar; y una sensibilización efectiva con la realidad social del entorno, 
hasta el punto de que el alumnado impartió talleres y asistió a reuniones vecinales incluso en período 
de exámenes. 

 

8. Difusión 
- Aparición en prensa en el Diario de la UPO (DUPO) el 20 de marzo de 2026: “La UPO pone enmarcha 
el proyecto‘Clínica Jurídica FloraTristán’ para acercar el Derecho al Polígono Sur”, disponible en: 
https://www.upo.es/diario/docencia-formacion/2026/03/la-upo-pone-en-marcha-el-proyecto-
clinica-juridica-flora-tristan-para-acercar-el-derecho-al-poligono-sur/ 

- Publicación institucional de la UPO en RRSS: https://es.linkedin.com/posts/universidad-pablo-de-
olavide la-upo-pone-en-marcha-el-proyecto-cl%C3%ADnica-activity-7441817822483304448-z4JI 
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- Se hace referencia a ella en el siguiente artículo de El Diario de Sevilla, de 15 de junio de 2026: 
https://www.diariodesevilla.es/sevilla/upo-compaginar-obras-residencia-flora-tristan-
alojamiento 0 2007049159.html 

 - Acto de presentación de los resultados y del proyecto: previsto para el 22 de octubre de 2026. 

- Repositorio  en la web de la Clínica Jurídica Flora Tristán, creada durante este curso 2025/2026: 
https://www.upo.es/cjfloratristan/ 
 

9. Proyección y hoja de ruta de consolidación 
Verificada la viabilidad curricular, organizativa e institucional de la iniciativa, se ha elaborado una hoja 
de ruta orientada a: 

– La constitución formal de la Clínica Jurídica como estructura vinculada a la Facultad de Derecho 
de la UPO. Aprobación de la versión definitiva del Protocolo de funcionamiento. 

– Su engarce curricular estable en el POD que se elaborará en 2027, previsiblemente a través de 
las Prácticas Externas. El objetivo a medio plazo es que pudiera constituirse también como una 
modalidad específica del Trabajo de Fin de Grado, para lo cual será necesario aprobación del 
Decanato. 

– La ampliación de la experiencia a nuevas líneas temáticas y su desarrollo interdisciplinar, 
incorporando el próximo curso a profesorado de Trabajo Social (en total, dos profesores) y de 
Traducción e Interpretación (seis profesores/as) en una experiencia clínica conjunta. Ya 
incorporado en los PID 2026/2027 solicitados en el marco de la Clínica. 

– La puesta a disposición de la comunidad universitaria y de terceros interesados de los materiales 
e instrumentos generados (protocolo de actuación, rúbrica de evaluación y encuesta de 
satisfacción) para su replicación en otras titulaciones y ámbitos, en la web de la clínica: 
https://www.upo.es/cjfloratristan/ 

10. Anexos: relación de evidencias 
– Anexo I. Resolución de concesión del Proyecto de Innovación Docente 

https://upo.es/cms1/export/sites/upo/desarrollo/innovacion/Convocatoria 2526/R Adj-
Def 2526 TEO.pdf  

– Anexo II. Memoria final del proyecto de innovación docente curso 25/26 (Anexo III de la 
convocatoria), donde constan la rúbrica de evaluación,  encuesta de satisfacción planteada y URL 
del documento audiovisual. 

– Anexo III. Protocolo de actuación de la Clínica, a aprobar en Junta de Facultad tras su aprobación 
formal. 

– Anexo IV. Productos elaborados (dípticos en sus cuatro versiones lingüísticas y escritos 
presentados, debidamente anonimizados). 

– Anexo V. Carta de impacto de la actividad. 
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RESOLUCIÓN DE 10 DE FEBRERO DE 2026, DE LA UNIVERSIDAD PABLO DE OLAVIDE, 
DE SEVILLA, POR LA QUE SE APRUEBA LA RELACIÓN DEFINITIVA DE PROYECTOS 
ADJUDICADOS EN LA CONVOCATORIA DE LA ACCIÓN 2: PROYECTOS DESTINADOS AL 
DISEÑO Y APLICACIÓN DE NUEVAS METODOLOGÍAS DOCENTES Y EVALUADORAS, 
PRIORITARIAMENTE ENFOCADAS A LA FORMACIÓN EN COMPETENCIAS, INTEGRADA 
EN EL MARCO DEL PLAN DE INNOVACIÓN Y DESARROLLO DOCENTE DE LA CITADA 
UNIVERSIDAD (CURSO 2025/2026) 

 
 
Por Resolución de fecha 24 de noviembre de 2025 (TEO 25/11/2025), se 

aprobó la adjudicación provisional de proyectos correspondiente a la convocatoria de 
la Acción 2, destinada al diseño y aplicación de nuevas metodologías docentes y 
evaluadoras, estableciendo un plazo de diez días hábiles para la presentación de 
alegaciones. 

 
Una vez finalizado este plazo, vista la propuesta de fecha 6 de febrero de 2026 

realizada por la Comisión de Seguimiento, tras la resolución de las alegaciones 
presentadas, conforme a lo dispuesto en la base 6 de la convocatoria, este 
vicerrectorado, en el ejercicio de las competencias delegadas por Resolución de 16 
de junio de 2025, de la Universidad Pablo de Olavide, de Sevilla, por la que se 
determina la estructura del Consejo de Dirección y Delegaciones del Rector, y se 
delega el ejercicio de competencias (BOJA de 20 de junio) 

 
 

RESUELVE 
 

PRIMERO.- Aprobar la relación definitiva de proyectos adjudicados (anexo I) y 
no adjudicados (anexo II). 

 
SEGUNDO.- De acuerdo con la solicitud formulada por el coordinador del 

proyecto con ID 15, autorizar a que su desarrollo se ejecute durante el curso 
2026/2027. 

 
TERCERO.- Ordenar la publicación de esta resolución en el Tablón Electrónico 

Oficial de la Universidad Pablo de Olavide.  
 
 

Código Seguro De Verificación Fecha 10/02/2026
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CUARTO.- Contra la presente resolución, que pone fin a la vía administrativa, 

cabe interponer, en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de su 
publicación, recurso contencioso-administrativo ante el Juzgado de lo Contencioso-
Administrativo de Sevilla, de conformidad con el artículo 8.3 de la Ley 29/1998, de 3 
de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, sin perjuicio de que 
potestativamente se pueda presentar recurso de reposición, en el plazo de un mes, 
ante el mismo órgano que la dicta, en cuyo caso no cabrá interponer el recurso 
contencioso-administrativo anteriormente citado en tanto no recaiga resolución 
expresa o presunta del recurso de reposición, de acuerdo con lo dispuesto en los 
artículos 123 y 124 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 

 
 
 
 
 

EL VICERRECTOR DE PLANIFICACIÓN ESTRATÉGICA 
(P.D.C.: R.R. de 16 de junio de 2025, BOJA 20/06/2025) 

José Antonio Sánchez Medina 
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la sensibilización del alumnado y a la formación en el trato a personas usuarias en situación 
de vulnerabilidad. Diseño y codirección de los seminarios formativos jurídicos dirigidos al 
estudiantado participante de las tres líneas de trabajo tutorizadas (regularización 
extraordinaria de personas migrantes; reclamación por la suspensión de líneas de 
TUSSAM; y acceso a la justicia gratuita, junto con profesorado colaborador –Juan 
Alejandro Montoro, Amanda Kalil, Rocío Navarro); coordinación de los talleres formativos 
impartidos por el estudiantado en la Residencia Flora Tristán, abierto a personal técnico de 
las entidades y al vecindario, supervisión de dictámenes, acompañamiento a las sesiones de 
atención directa a usuarios/as junto con abogados pro bono; aplicación de la rúbrica de 
evaluación y participación en la elaboración de la presente memoria final. Participación en 
la difusión de la experiencia y en la elaboración del documento audiovisual del proyecto. 
Diseño y aplicación de la encuesta anónima de satisfacción del estudiantado. 
 

Apellidos y nombre: Sánchez Lería, Reyes 
 
DNI:  
 
Asignatura/s implicadas: como no ha sido posible su encaje curricular y se trataba de 
realizar un proyecto piloto de Clínica jurídica, hemos trabajado con 17 alumnas/os 
voluntarias/os de distintas titulaciones de Grado: Doble Grado en Criminología y 
Derecho; Doble Grado en Ciencias Políticas y Derecho; Doble Grado en Relaciones 
Internacionales y Derecho; Doble Grado en Derecho y ADE. 
 
Contribución al proyecto: Gestión, junto con el resto del equipo, del correo de asistencia y 
del proceso de recepción y selección de casos. Diseño y codirección de los seminarios 
formativos. Cotutorización de una línea de trabajo de estudiantes (Contratos de 
arrendamiento y convenios reguladores), supervisión de dictámenes, acompañamiento a las 
presentaciones realizadas por el estudiantado en el barrio y a las sesiones de atención directa 
a usuarios/as, aplicación de la rúbrica de evaluación y participación en la elaboración de la 
presente memoria final. Codiseño e impartición del seminario formativo de perfil jurídico 
sobre el marco normativo de convenios reguladore y arrendamientos y los cauces 
procedimentales aplicables. Selección de casos conforme a los criterios de interés 
pedagógico y viabilidad temporal. Tutorización de parejas de estudiantes mediante 
reuniones periódicas, revisión de los dictámenes elaborados y participación en la 
evaluación mediante rúbrica y elaboración de la presente memoria final. Participación en 
la difusión de la experiencia y en la elaboración del documento audiovisual del proyecto. 

Apellidos y nombre: Pérez Velázquez, Juan Pablo 
 
DNI:  
 
Asignatura/s implicadas: como no ha sido posible su encaje curricular y se trataba de 
realizar un proyecto piloto de Clínica jurídica, hemos trabajado con 17 alumnas/os 
voluntarias/os de distintas titulaciones de Grado: Doble Grado en Criminología y 



 
 
 

 
 

 
 
2. Objetivos: Detalle por cada objetivo incluido en la solicitud los resultados obtenidos. 

A continuación se detallan, para cada uno de los objetivos formulados en la solicitud, los 
resultados obtenidos tras la ejecución del proyecto: 
 
1. Implementar la metodología del aprendizaje-servicio (ApS) en la formación 
jurídica de nuestra Facultad, en las asignaturas vinculadas al proyecto. Objetivo 
plenamente alcanzado. Durante el segundo cuatrimestre del curso 2025/2026 se implantó 
la metodología ApS en el marco del proyecto piloto de la Clínica Jurídica "Flora Tristán". 
Un total de 17 estudiantes trabajaron, organizados por grupos de 3 o 4 y bajo la 
supervisión permanente del profesorado, en cuatro líneas de trabajo diferenciadas. Dos 
cambios sobrevenidos en este sentido han sido: 
 
A). No se ha circunscrito la actividad a la materia de derecho a la vivienda, dado que en 
todo caso se ha priorizado la demanda de las organizaciones vecinales y entidades del 
tercer sector del Polígono Sur, así como cuestiones sobrevenidas de interés social (como 
fue el proceso de regularización extraordinaria que no podía preverse en julio de 2025) 
culminando el proceso con la elaboración y entrega de los correspondientes dictámenes 
jurídicos. El volumen de demanda por parte del estudiantado, que finalmente limitamos 
a 17 plazas, ha justificado poder ampliar también el ámbito de actuación. Así, se ha 
trabajado en cuatro líneas diferenciadas (regularización extraordinaria; suspensión y 
reducción de líneas de autobuses en el barrio; convenios reguladores y contratos de 

Derecho; Doble Grado en Ciencias Políticas y Derecho; Doble Grado en Relaciones 
Internacionales y Derecho; Doble Grado en Derecho y ADE. 
 
Contribución al proyecto: Gestión, junto con el resto del equipo, del correo de asistencia y 
del proceso de recepción y selección de casos. Diseño y codirección de los seminarios 
formativos. Cotutorización de una línea de trabajo de estudiantes (Dictamen sobre un 
contrato de arrendamiento y una guía sobre el procedimiento para realizar un convenio 
reguladore en caso de separación o divorcio), supervisión de dictámenes, acompañamiento 
a las presentaciones realizadas por el estudiantado en el barrio y a las sesiones de atención 
directa a usuarios/as, aplicación de la rúbrica de evaluación y participación en la 
elaboración de la presente memoria final. Apoyo a la tutorización del alumnado en la 
búsqueda y manejo de fuentes normativas, jurisprudenciales y doctrinales. Codiseño e 
impartición del seminario formativo de perfil jurídico sobre el marco normativo de 
convenios reguladore y arrendamientos y los cauces procedimentales aplicables. Selección 
de casos conforme a los criterios de interés pedagógico y viabilidad temporal. Tutorización 
de parejas de estudiantes mediante reuniones periódicas, revisión de los dictámenes 
elaborados y participación en la evaluación mediante rúbrica y elaboración de la presente 
memoria final. Participación en la difusión de la experiencia y en la elaboración del 
documento audiovisual del proyecto. 
 



 
 
 

 
 

arrendamiento; acceso a la justicia gratuita), cuyas actividades se expondrán en el 
apartado 3 de esta memoria. 
 
B) Pese a que se ofreció su reconocimiento como Prácticas Externas, ningún alumno/a 
participante estaba matriculado de dicha asignatura por lo que no ha podido desarrollarse 
la experiencia de ApS en un marco curricular, como estaba previsto. Se ha realizado de 
forma voluntaria por parte de alumnado y profesorado aunque a medio plazo se planea su 
inserción como modalidad de TFG en Derecho (lo que ya cuenta con la aprobación del 
Sr. Decano de la Facultad) y de PPEE, si bien el reconocimiento en ECTS al profesorado 
participante sigue siendo una cuestión por perfilar. 
 
2. Promover la autonomía e iniciativa del alumnado en su aprendizaje y desarrollar 
sus competencias de investigación y búsqueda de recursos veraces y pertinentes. El 
diseño de la experiencia exigió que cada grupo de estudiantes definiera su propio plan de 
trabajo, identificara las cuestiones jurídicas planteadas en la línea de trabajo asignada y 
localizara de forma autónoma la normativa aplicable, la jurisprudencia relevante o la 
bibliografía especializada pertinente. Las reuniones periódicas de tutorización 
permitieron constatar una progresión notable en la capacidad de búsqueda, selección 
crítica y manejo de fuentes jurídicas fiables (bases de datos jurisprudenciales, repositorios 
normativos y doctrina científica).  
 
3. Fomentar el aprendizaje colaborativo y la ética profesional. El trabajo en grupos 
autoorganizados y la puesta en común periódica de avances propiciaron una dinámica 
colaborativa, con reparto de tareas, integración de resultados y responsabilidad 
compartida. Asimismo, el contacto con casos reales de personas en situación de 
vulnerabilidad permitió introducir, de forma transversal y aplicada, contenidos de 
deontología profesional actualmente carentes de presencia curricular: deber de diligencia, 
confidencialidad y protección de datos de las personas usuarias, trato respetuoso y 
compromiso con el encargo recibido, que han demostrado hasta el punto de impartir 
algunos talleres y asistir a reuniones vecinales en época de exámenes. 
 
4. Incorporar una mirada global a los problemas jurídicos, fomentando el estudio 
del Derecho desde la interdisciplinariedad.  
 
Las líneas de trabajo seleccionadas exigieron el manejo integrado de conocimientos 
procedentes de distintas ramas del ordenamiento (Derecho civil, administrativo, de 
extranjería, procesal y de protección social, entre otras), así como la consideración de la 
dimensión social de los conflictos, superando la compartimentación disciplinar propia de 
la docencia tradicional y confirmando la idoneidad del enfoque interdisciplinar para la 
resolución de conflictos reales. 
 



 
 
 

 
 

5. Conseguir un aprendizaje más conectado con la realidad jurídica y social, en el 
que el alumnado "aprenda haciendo", adquiera competencias profesionales y se 
implique afectivamente con una determinada realidad, desarrollando su 
sensibilidad social.  
 
La visita al Polígono Sur y a las entidades que allí trabajan, organizada por la 
Coordinación del Complejo Flora Tristán, el seminario de perfil social y, sobre todo, el 
trabajo directo, incluyendo reuniones con vecinos/as, técnicos/as, abogados e incluso ante 
el defensor del pueblo, todo ello sobre cuestiones reales, situaron al estudiantado como 
protagonista de la vida jurídica ("learning by doing"). Las evidencias recogidas (con la 
observación durante el cuatrimestre, rúbrica de evaluación y encuesta final anónima) 
acreditan la adquisición de competencias profesionales y un elevado grado de implicación 
y sensibilización con la problemática social del entorno.  
 
6. Promover la apertura del conocimiento jurídico, incorporando el compromiso 
social de la Universidad también en los procesos de enseñanza-aprendizaje. Los 
dictámenes elaborados, concretados en dípticos informativos o en escritos para presentar 
a distintas administraciones (Defensor del pueblo, Ayuntamiento) fueron entregados a las 
entidades remitentes de los casos, materializando una transferencia efectiva del 
conocimiento generado en la Universidad hacia la sociedad, mediante presentaciones-
talleres realizados por el alumnado participante en el barrio, abierto a personal técnico de 
las entidades y al vecindario interesado, sobre una temática demandada por las propias 
entidades colaboradoras, con la participación, en algunos casos, de abogados pro bono/ 
especialistas invitados y, en todo caso, tutorizados por el profesorado vinculado a la labor 
de la Clínica. 
 
7. Testear, como proyecto piloto, la viabilidad de la introducción de esta metodología 
a través de la eventual creación de una Clínica Jurídica vinculada a la Residencia 
Flora Tristán. El desarrollo del proyecto ha permitido verificar la viabilidad de la 
iniciativa en su triple dimensión curricular, organizativa e institucional. Del testeo se han 
extraído conclusiones operativas sobre el volumen de casos asumible, la carga asociada 
para docentes y alumnado, el protocolo de actuación y los cauces de colaboración con las 
entidades, que se han incorporado a una hoja de ruta orientada a la constitución de la 
Clínica Jurídica como entidad dependiente de la Facultad de Derecho y a su engarce 
curricular en el POD que se elaborará en 2026, probablemente bajo la forma de PPEE y 
una modalidad específica de TFG. 
 
 
3. Metodología y actividades desarrolladas: Describa la forma en que se ha llevado a cabo 

el proyecto y las acciones desarrolladas en el mismo. 
 



 
 
 

 
 

El proyecto se ha desarrollado conforme a lo previsto en la solicitud, mediante una 
metodología que combina el "learning by doing" y el aprendizaje-servicio, integrando 
aprendizaje teórico y práctico, desarrollo de las competencias del Grado y adquisición de 
valores sociales, cívicos y solidarios. Las temáticas de trabajo han sido variadas,  elegidas 
a partir de las demandas sociales recibidas tanto en la reunión mantenida el 2 de junio de 
2025 con más de diez entidades del tercer sector que trabajan en el Polígono Sur como en 
las comunicaciones posteriores canalizadas mediante el Coordinador de la Flora. Las 
actuaciones desarrolladas han sido las siguientes: 
Fase preparatoria (período otoñal de 2025). Se celebraron reuniones de coordinación 
con la Flora Tristán y con las entidades colaboradoras del tercer sector, y se realizaron 
sesiones informativas dirigidas al alumnado de las asignaturas implicadas, donde se 
explicaron el funcionamiento de la "clínica", su protocolo de actuación y los criterios de 
valoración de la experiencia. Se habilitó un correo electrónico de asistencia para la 
recepción de casos problemáticos. De entre los casos recibidos se seleccionaron aquellos 
de mayor interés pedagógico y cuya resolución resultaba viable dentro del período de 
docencia.  
Seminarios formativos (dos primeras semanas del segundo cuatrimestre, enero y 
febrero de 2026). Se impartieron los cinco seminarios formativos previstos: uno de perfil 
social, dedicado a la problemática del barrio, común para todo el alumnado, que incluyó 
una visita a distintos enclaves del Polígono Sur organizada por los responsables de la 
Flora Tristán, con el objetivo de visibilizar, sensibilizar y formar al alumnado, entre otros 
aspectos, en el trato a las personas usuarias y en el compromiso personal con situaciones 
de vulnerabilidad; y otros cuatro de perfil jurídico, uno para cada línea de trabajo, en el 
que se abordaron el marco normativo esencial para la resolución de los respectivos casos 
y los distintos cauces procedimentales disponibles, facilitando así el inicio del trabajo.  
Trabajo sobre las líneas (semanas tercera a décima). El alumnado, organizado en 
parejas, estudió la tarea asignada, delimitó las cuestiones jurídicas planteadas y, con la 
orientación de las docentes, analizó el problema y exploró posibles soluciones, 
consultando para ello bibliografía especializada, jurisprudencia y demás recursos 
pertinentes. Durante todo el proceso se celebraron reuniones virtuales o presenciales de 
tutorización y puesta en común. 
Elaboración y presentación de resultados (hasta la duodécima semana). Cada pareja 
elaboró un dictamen jurídico, díptico o escrito en el que se proponía la solución al caso, 
las vías de acción disponibles, la comunicación en lenguaje claro de la información 
jurídica recabada y la argumentación pertinente, en su caso. Los dictámenes y dípticos 
fueron presentados públicamente y entregados a las entidades remitentes en actos en la 
Flora, abierto a personal técnico y al vecindario, con supervisión docente durante todo el 
proceso. Los dípticos sobre regularización extraordinaria fueron traducidos con la 
colaboración de profesorado de la UPO de Traducción e Interpretación a inglés, francés 
y árabe. 



 
 
 

 
 

Evaluación y cierre (semanas decimotercera y decimocuarta). Se aplicaron los 
instrumentos de evaluación previstos, se devolvieron los resultados al alumnado y se 
realizó la reunión final de balance con el personal responsable del proyecto en la Flora 
Tristán. 
 
 
4. Evaluación: Explique los procesos de evaluación que se han llevado a cabo, y describa 

los resultados de la evaluación que ha generado la innovación docente realizada, de 
manera objetiva y cuantificable.  

 
La evaluación del alumnado se ha llevado a cabo mediante la rúbrica prevista en la 
solicitud, aplicada por el profesorado tutor a lo largo de toda la experiencia y en la 
presentación final de los dictámenes, sobre los siguientes indicadores (entre paréntesis, el 
grado máximo de cumplimiento): puntualidad (asiste de modo puntual a todas las 
actividades y sesiones programadas); implicación en actividades (se implica siempre de 
forma activa en las actividades programadas y se ofrece como voluntario/a en las 
mismas); capacidad de autocrítica y receptividad ante los comentarios de los tutores; 
identificación de los problemas (capacidad de analizar los hechos e identificar con acierto 
los problemas jurídicos); pensamiento crítico; argumentación (aportación de argumentos 
jurídicos sólidos basados en premisas adecuadas); expresión oral; expresión escrita; 
trabajo en equipo; e iniciativa y liderazgo. 
Los resultados obtenidos, de manera objetiva y cuantificable, han sido los siguientes: 
participaron 17 estudiantes, que trabajaron sobre 4 líneas de trabajo reales y elaboraron 3 
dípticos, dos escritos procesales y un dictamen jurídico en total, todos ellos entregados a 
las entidades remitentes; la asistencia media a las actividades programadas fue del 80-
90%; y la puntuación media global alcanzada en la rúbrica fue de 8,5 sobre 10, destacando 
especialmente los indicadores de implicación en actividades, trabajo en equipo y 
argumentación. 
Asimismo, al final del curso el alumnado cumplimentó de forma anónima la encuesta de 
satisfacción prevista, con las cinco cuestiones siguientes: 1) ¿Qué competencias y 
habilidades has adquirido/desarrollado durante esta experiencia?; 2) Señala los aspectos 
positivos; 3) Indica los aspectos negativos; 4) Propuestas de mejora; 5) ¿Recomendarías 
esta experiencia? Los resultados fueron muy satisfactorios: el 100 % del alumnado 
declaró que recomendaría la experiencia; entre las competencias adquiridas se señalaron 
mayoritariamente la argumentación jurídica, la búsqueda y manejo de fuentes, la 
expresión oral y escrita, el trabajo en equipo y la sensibilidad social; entre los aspectos 
positivos destacaron el contacto con casos y personas reales, el acompañamiento docente 
y la utilidad profesional de lo aprendido; como aspectos negativos y propuestas de mejora 
se apuntaron, fundamentalmente, la conveniencia de ampliar el tiempo disponible para el 
estudio de los casos y de ajustar la carga de trabajo al calendario académico, 
observaciones que se incorporarán a futuras ediciones. 



 
 
 

 
 

En función de los resultados obtenidos, se ha decidido consolidar, perfilar y ampliar 
eventualmente a otras líneas temáticas la actividad de la Clínica, manteniéndose el 
objetivo de su constitución como persona jurídica, a ser posible, y de la consecución de 
un engarce curricular de sus actuaciones en el POD que se elaborará en el año 2026. 
 
5. Aprendizaje: Impacto en la formación del estudiantado. 
 
El impacto de la experiencia en la formación del estudiantado ha sido muy notable y 
coherente con lo previsto en la solicitud. Aunque el alumnado participante contaba ya con 
abundantes conocimientos teóricos, el proyecto no solo ha reforzado dichos 
conocimientos al situarlo ante situaciones reales en las que debía aplicar lo aprendido, 
sino que ha enriquecido su formación con contenidos de deontología profesional que 
carecen actualmente de presencia curricular. Del análisis de las evidencias recogidas cabe 
destacar los siguientes resultados de aprendizaje: 
 
– El alumnado, al verse protagonista de la vida jurídica, ha aprendido con mayor rapidez 
y ha acumulado una experiencia más rica y significativa; el papel activo asumido frente 
a las clases teóricas tradicionales se ha traducido en un nivel de retención de 
conocimientos apreciablemente mayor. 
– El fomento de la reflexión crítica ha convertido la experiencia en un mecanismo 
impulsor del aprendizaje: el estudiantado ha analizado y evaluado con mayor 
detenimiento su responsabilidad, mejorando su capacidad para plantearse y resolver 
problemas jurídicos. 
– La metodología ha incentivado el esfuerzo y el compromiso como presupuesto del éxito, 
constatándose un mayor interés y un mejor rendimiento en el estudio del Derecho 
sustantivo, al reconocerse responsabilidades y capacidades al estudiantado. 
– Se ha contribuido a formar juristas críticos y comprometidos con los problemas sociales, 
conscientes de su papel en la sociedad en el marco de un Estado social y democrático de 
Derecho, con una sensibilización efectiva hacia la realidad del Polígono Sur y las 
situaciones de vulnerabilidad en materia de vivienda. 
– El alumnado ha desarrollado habilidades y destrezas de indudable utilidad profesional, 
difíciles de adquirir desde la enseñanza teórica tradicional: identificación de problemas 
jurídicos, argumentación, expresión oral y escrita, trabajo en equipo, iniciativa, trato con 
personas usuarias y ética profesional. 

 
 
6. Proyección: Explique en qué medida se pueden transferir las innovaciones previstas 

en el proyecto a otras materias, asignaturas, titulaciones, etc. 
La ejecución del proyecto ha confirmado plenamente su potencial de transferencia. La 
experiencia desarrollada es trasladable a cualquier asignatura jurídica, con las 
correspondientes adaptaciones temáticas —no necesariamente metodológicas—, y el 



 
 
 

 
 

testeo realizado ha acreditado su viabilidad para implementarse en otras asignaturas y 
actividades curriculares, señaladamente Trabajos de Fin de Grado, Trabajos de Fin de 
Máster y Prácticas Externas. También es extrapolable a otras materias no jurídicas, de 
hecho, el próximo curso combinaremos el trabajo con profesorado de Trabajo Social y de 
Traducción e Interpretación, en una experiencia clínica conjunta e interdisciplinar. 
 
Sobre la base de los resultados obtenidos, se ha elaborado una hoja de ruta para: 1) la 
constitución de la Clínica Jurídica como entidad vinculada a la Facultad de Derecho y a 
la Flora Tristán, que ha actuado durante el proyecto como sede física de buena parte de 
las actividades y como nexo con las entidades del tercer sector del Polígono Sur, 
aportando su profundo conocimiento del entorno social y sus estrechos contactos con las 
organizaciones; 2) la consecución de un engarce curricular estable de sus actuaciones en 
el POD que se elaborará en 2026; y 3) la valoración, junto con el Decanato de Derecho, 
de la creación de una modalidad de TFG específica para el trabajo en la Clínica Jurídica, 
en línea con el encaje curricular de esta experiencia consolidada en numerosas Facultades 
de Derecho de España y de otros países. 
 
Igualmente, el modelo desarrollado (protocolo de recepción y selección de casos, 
seminarios formativos, tutorización por parejas, elaboración de dictámenes y taller de 
devolución al entorno) resulta replicable en otras titulaciones y ámbitos temáticos del 
tercer sector, y los materiales e instrumentos generados (protocolo de actuación, rúbrica 
de evaluación y encuesta de satisfacción) quedan a disposición de la comunidad 
universitaria para su reutilización en futuras ediciones y en otras materias. 

 
 
 
 



















 

QUEJA ANTE EL DEFENSOR DEL PUEBLO 
 
D./Dª , presidenta de la Asociación Andaluza de 
Barrios Ignorados y en representación de aquella,  poniendo a disposición a efectos de notificaciones 
el siguiente correo electrónico: barriosignorados@gmail.com. 
 
Con arreglo a la legislación reguladora de la institución del Defensor del Pueblo (la Ley Orgánica 
3/1981, de 6 de abril, del Defensor del Pueblo y la  Ley 9/1983, de 1 de diciembre, del Defensor del 
Pueblo Andaluz) se presenta la siguiente QUEJA: 
 
Como vecinos del Polígono Sur de Sevilla formulamos la presente queja al considerar que la reducción 
de las líneas de transporte público urbano ha generado una situación de desigualdad y discriminación 
territorial que afecta gravemente al acceso de miles de ciudadanos a servicios públicos esenciales, 
puesto que el recorrido de las lineas ha sido modificado, recortado, ha disminuido la frecuencia de las 
mismas y se han eliminando recorridos directos o suprimido determinadas conexiones esenciales para 
la movilidad. Asimismo, nos enfrentamos a constantes cambios de recorrido arbitrarios sin previo 
aviso que no nos permiten conocer con seguridad las posibilidades de movilidad en transporte público 
con las que contamos cada día. 

 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS: 
 

PRIMERO.- Que el Polígono Sur de Sevilla constituye una de las zonas con mayor densidad de 
población de la ciudad, contando con unos cincuenta mil habitantes aproximadamente, lo que resalta la 
importancia de un servicio de transporte público funcional para abastecer las necesidades de movilidad 
de los ciudadanos instalados en la zona. 
 
SEGUNDO.- Que la ubicación de la barriada determina su posición aislada en el mapa, siendo el 
recorte de líneas de autobuses un problema que agrava la situación de incomunicación de los 
habitantes, que ven dificultado el acceso a centros educativos, sanitarios, administrativos, laborales y 
comerciales.  
 
TERCERO.- Que la merma en el servicio de transporte público ha perjudicado gravemente a los 
vecinos del Polígono sur, que se han visto obligados a soportar la tratada situación, siendo 
especialmente afectados personas mayores, personas con discapacidad o movilidad reducida, 
estudiantes, trabajadores y familias con escasos recursos económicos, incrementando la desigualdad 
territorial y limitando el ejercicio efectivo de derechos fundamentales como el derecho a la igualdad y 
a la no discriminación (artículo 14 Constitución Española). 
 
CUARTO.- Que la situación descrita genera una sensación de inseguridad, aislamiento e 
incertidumbre entre los vecinos, con el consiguiente impacto sobre su bienestar y calidad de vida. 
 
QUINTO.- Que en ciertas zonas del Polígono Sur no transita ningún autobús, como por ejemplo en el 
barrio Martínez Montañés, así como en parte del barrio Murillo y del barrio Letanías . Se adjuntan a 
continuación las líneas modificadas o suprimidas:  





 

 
 
SEXTO.- Que los vecinos han manifestado un incremento de conductas incívicas, como el aumento de 
carreras ilegales en las zonas donde ya no transitan autobuses, lo que ha generado una mayor 
percepción de inseguridad. 
 
SÉPTIMO.- Que barrios de similares características a los situados en el Polígono Sur, como Los 
Pajaritos, no han visto mermada su red de transporte público, lo que evidencia un tratamiento desigual 
respecto de barrios con condiciones socioeconómicas similares, sin que conste una justificación 
objetiva y proporcionada para dicha diferencia de trato. 
 
OCTAVO.- Que entendemos que la medida de recorte de líneas adoptada bajo el pretexto de la 
búsqueda de seguridad de los conductores de autobuses es desproporcionada. En primer lugar, en otras 
zonas de la seguridad se producen incidentes de entidad similar y no por ello se dispone la mencionada 
medida. Asimismo, el volumen y la gravedad de los incidentes que hayan podido acaecer no la 
justifican, puesto que podrían haberse tomado otras medidas para aumentar la seguridad de los 
conductores menos perjudiciales para los vecinos, considerando pertinentemente el principio de 
proporcionalidad, como el reforzamiento de la seguridad y la inaccesibilidad a  las cabinas de los 
conductores. La Administración debe optar por la medida menos restrictiva de los derechos e intereses 
de la ciudadanía cuando existan alternativas igualmente eficaces. 

 
 

NOVENO.- Que los artículos 103 y 9.2 de la Constitución Española establece que las 
Administraciones Públicas deben servir con objetividad los intereses generales, quedando los poderes 
públicos obligados a promover la igualdad real y efectiva; y el artículo 37.1.1 del Estatuto de 
Autonomía para Andalucía reconoce el derecho de la ciudadanía a unos servicios públicos de 
calidad y a una movilidad adecuada. 



 

 
 
 
 
Por todo ello, se SOLICITA: 
 
PRIMERO.- Que el Defensor del Pueblo Andaluz admita la presente queja e inicie las actuaciones 
oportunas para analizar la reducción del servicio de transporte público en el Polígono Sur de Sevilla. 
 
SEGUNDO.- Que se solicite información al Ayuntamiento de Sevilla y a la empresa responsable del 
transporte urbano (TUSSAM) sobre: 

-​ Los criterios técnicos y sociales utilizados para justificar la reducción de las líneas y 
frecuencias. 

-​ La evaluación del impacto sobre los colectivos más vulnerables y sobre la igualdad en el 
acceso a los servicios públicos. 

-​ Información de todas las líneas, identificando la línea, el incidente, el lugar en el que ocurrió, 
día y hora, las decisiones adoptadas al respecto y el número del conductor (todo debidamente 
anonimizado). 

 
TERCERO.- Que, en caso de apreciarse una afectación desproporcionada a los derechos e intereses 
de la ciudadanía, se formulen las recomendaciones oportunas para la restitución de las líneas o 
frecuencias suprimidas, o para la adopción de medidas alternativas que garanticen un servicio público 
suficiente, accesible y eficiente. 
 
CUARTO.- Que se promueva un proceso de diálogo y participación con las asociaciones vecinales y 
la ciudadanía del Polígono Sur antes de adoptar modificaciones que afecten de forma tan significativa 
a su movilidad. 
 
 
 
En Sevilla, a 25 de junio de 2026. 
 
Fdo.: , presidenta de la Asociación Andaluza de 
Barrios Ignorados y en representación de aquella. 

 



AL AYUNTAMIENTO DE SEVILLA y a TRANSPORTES URBANOS DE SEVILLA, SOCIEDAD 
ANÓNIMA MUNICIPAL (TUSSAM) 
Ambas entidades se hallan sujetas a las obligaciones de transparencia y acceso a la información 
pública previstas en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Buen Gobierno, si bien por apartados distintos de la ley: 
— El Ayuntamiento de Sevilla, en cuanto Administración Local, queda comprendido en el artículo 
2.1.a) LTAIBG. 
— TUSSAM, en cuanto sociedad mercantil cuyo capital social es íntegramente de titularidad 
municipal, queda comprendida en el artículo 2.1.g) LTAIBG, que extiende la obligación a las 
sociedades mercantiles en cuyo capital la participación, directa o indirecta, de las entidades previstas 
en dicho artículo sea superior al 50 por 100. 
 
SOLICITUD DE ACCESO A INFORMACIÓN PÚBLICA 
(Al amparo de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información Pública 
y Buen Gobierno y la Ley 1/2014 de Transparencia de Andalucía) 
La Asociación Andaluza de Barrios Ignorados, con número de identificación G14932891, poniendo a 
disposición a efectos de notificaciones el siguiente correo electrónico: barriosignorados@gmail.com; y 
en representación de los vecinos del Polígono Sur (Sevilla), presenta este escrito con objeto de 
solicitar toda la información que obre en poder de la Administración Pública, donde queden reflejadas 
las actuaciones llevadas a cabo y las respuestas recibidas en relación a la merma en el servicio de 
transporte público ofrecido por TUSSAM (Transportes Urbanos de Sevilla, Sociedad Anónima 
Municipal) en el mencionado distrito de Sevilla, dentro de los límites que recoge la normativa vigente, 
considerando que: 

 
I.​ Con carácter previo, debe recordarse que, conforme al principio de accesibilidad máxima que 

informa la LTAIBG y el Convenio del Consejo de Europa sobre acceso a documentos 
públicos, el acceso a la información es la regla general y su restricción la excepción. Además, 
para que opere un límite no basta un mero peligro abstracto: es preciso constatar un daño 
efectivo y concreto al interés protegido, debiendo ponderarse este con el interés público en la 
divulgación de la información (artículos 14 y 16 LTAIBG). En el presente caso, ninguno de 
los límites previstos concurre de forma que justifique ese daño. 
 

II.​ En virtud del derecho de acceso a la información pública reconocido en el artículo 105.b) de 
la Constitución Española, el artículo 12 de la LTAIBG y el artículo 6 de la Ley 1/2014, de 24 
de junio, de Transparencia Pública de Andalucía (en adelante, LTPA) , nos acogemos al 
derecho de solicitar al Ayuntamiento de Sevilla el acceso a la información pública relativa a al 
recorte de las líneas de autobús que prestaban servicio en el Polígono Sur (Sevilla). 
 

III.​ Que la información pública se entiende como “los contenidos o documentos, cualquiera que 
sea su formato o soporte, que obren en poder de algunos de los sujetos incluidos en el ámbito 
de aplicación de este título y que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus 
funciones”. (artículo 13 LTAIBG). Por tanto, siendo el Ayuntamiento de Sevilla un sujeto 
incluido en el ámbito subjetivo de aplicación de la ley, puede considerarse información 
pública aquella que en su poder tenga respecto al recorte de líneas de autobuses en el barrio 
Polígono Sur (Sevilla). 
 

IV.​ No concurre ninguna de las causas de denegación de la información requerida (artículo 14 de 
la LTAIBG). Queremos hacer énfasis especialmente en que concretamente que no se dan los 
siguientes motivos: 



-​ Protección de datos: datos relativos a un servicio de transporte público anonimizados 
en ningún caso vulneran datos personales ni son susceptibles de revelar la identidad 
de ningún ciudadano (artículo 15 LTAIBG) 

-​ Intereses económicos y comerciales: TUSSAM, al ser una empresa municipal de 
capital íntegramente público, no verá frustrado sus intereses económicos y 
comerciales porque se financia con fondos municipales.  

-​ Confidencialidad o secreto en procesos de toma de decisión: la decisión sobre la 
que se solicita la información ya ha sido adoptada y ejecutada, por lo que dicha 
protección carece de sentido en este caso. 

 
V.​ Que en caso de apreciarse algún motivo de denegación de la solicitud, el artículo 16 de la 

LTAIBG permite el acceso parcial no denegando la información en bloque.  
 

VI.​ Que “serán motivadas las resoluciones que denieguen el acceso, las que concedan el acceso 
parcial o a través de una modalidad distinta a la solicitada y las que permitan el acceso 
cuando haya habido oposición de un tercero” (artículo 20.2 LTAIBG). 

 
En base a todo ello, SOLICITAMOS: 

I.​ La decisión administrativa adoptada, ya sea mediante resolución o acuerdo, en virtud de la 
cual se acordó el recorte de las líneas de autobús afectadas, con indicación del órgano que lo 
adoptó, la fecha y el número de expediente. 
 

II.​ Informes técnicos, jurídicos o de cualquier otra naturaleza que sirvieron de base para adoptar 
dicha decisión, incluyendo, en su caso, evaluaciones de riesgo laboral o partes de incidentes, 
debidamente anonimizados en lo que respecta a cualquier dato de carácter personal, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 15 y el artículo 5.3 de la LTAIBG, que prevé la 
disociación de datos como criterio moderador, así como también cualquier documentación que 
haya sido incorporada al expediente o que haya sido tenida en cuenta de forma determinante 
en la adopción de la decisión. 
 

III.​ Registros, listados o cualquier documentación obrante en poder de TUSSAM relativa a la 
información de todas las líneas de autobuses de Sevilla, identificando la línea, el incidente, el 
lugar en el que ocurrió, día y hora, las decisiones adoptadas al respecto y el número del 
conductor durante los últimos dos años, especialmente de aquellas líneas que discurran por 
zonas con incidencias documentadas; todo ello debidamente anonimizado en lo que respecta a 
cualquier dato de carácter personal.  
 

IV.​ En caso de que este órgano no sea competente para resolver la presente solicitud, se proceda a 
remitir la misma al órgano competente, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 19.4 de 
la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen 
Gobierno. 
 

V.​ En caso de resolución denegatoria o de estimación parcial, se dicte resolución motivada que 
exponga las causas concretas que amparan dicha denegación, conforme a lo exigido en el 
artículo 20.2 LTAIBG y el artículo 35 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, siendo la falta de motivación causa 
de anulabilidad del acto administrativo; motivación que resulta igualmente imprescindible 
para que esta parte pueda ejercer el control de la denegación en vía de recurso. Si se constata 
un daño efectivo y concreto al interés protegido en su ponderación con el interés público en la 



divulgación de la información (artículos 14 y 16 LTAIBG), es menester que se justifique y 
fundamente el daño y la ponderación realizada para denegar la solicitud. 
 

 
En Sevilla, a 25 de junio de 2026. 
Fdo.:  presidenta de la Asociación Andaluza de 
Barrios Ignorados y en representación de aquella. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 













CONTENIDO
MÍNIMO 

Cuidado de los hijos.

Régimen de visitas de los abuelos.

Atribución de la vivienda y ajuar familiar.

Contribución a las cargas y Pensión de
Alimentos.

Liquidación del régimen económico.

Pensión compensatoria.

Tipo de custodia (monoparental o compartida), régimen de
comunicación...

Si se considera necesario, el régimen de visitas y comunicación de los
nietos con sus abuelos.

Quien se queda la vivienda (Derecho de Uso)

Además de los GASTOS EXTRAORDINARIOS sobre los que la doctrina
recomienda fijar al 50% y que requieran CONSULTA PREVIA.

Si se hace dentro del convenio regulador ante el Juzgado, tiene
BENEFICIOS FISCALES importantes.

Será necesaria si la situación entre los cónyuges es muy desigual. Se
tendrá que fijar la CUANTÍA y las CAUSAS de extinción.











ESTAS PETICIONES SE TRAMITARÁN CONFORME A LO
DISPUESTO EN EL ARTÍCULO 770.

2.1 ARTÍCULO 775. MODIFICACIÓN DE LAS MEDIDAS
DEFINITIVAS.

El Ministerio Fiscal, habiendo hijos menores o hijos
con discapacidad con medidas de apoyo atribuidas

a sus progenitores y, en todo caso, los cónyuges,
podrán solicitar del Tribunal que acordó las medidas

definitivas, la modificación de las medidas convenidas
por los cónyuges o de las adoptadas en defecto de

acuerdo, siempre que hayan variado sustancialmente
las circunstancias tenidas en cuenta al aprobarlas o

acordarlas





DICTAMEN CONTRATO DE ARRENDAMIENTO. 
Clínica Jurídica Flora Tristán: Grupo Jurídico 3. 

 
En primer lugar, hay que tener en cuenta que en base al artículo 6 LAU: “Son NULAS, y se 
tendrán por no puestas, las estipulaciones que modifiquen en perjuicio del arrendatario o 
subarrendatario las normas del presente Título, salvo los casos en que la propia norma expresamente 
lo autorice.” 
 
CLÁUSULA  I y II → Cláusulas no relevantes en las que se especifica el arrendador y el 
arrendatario, además del objeto del contrato (arrendamiento de vivienda) 
 
CLÁUSULA III → En base al artículo 9 LAU: La duración del arrendamiento será 
libremente pactada por las partes. Si esta fuera inferior a cinco años, llegado el día del 
vencimiento del contrato, este se prorrogará obligatoriamente por plazos anuales hasta que 
el arrendamiento alcance una duración mínima de cinco años, salvo que el arrendatario 
manifieste al arrendador, con treinta días de antelación como mínimo a la fecha de 
terminación del contrato o de cualquiera de las prórrogas, su voluntad de no renovarlo. 
 
CLÁUSULA IV → En base al artículo 18 LAU ”durante la vigencia del contrato, la renta sólo 
podrá ser actualizada … en la fecha en que se cumpla CADA AÑO de vigencia del contrato, en los 
términos pactados por las partes”. Por ello, el primer error encontrado es que la renta deberá ser 
actualizada el 1 de julio de 2026 y no el 20 de enero de 2026. Consecuentemente, el importe 
de la mensualidad de alquiler y gastos de comunidad correspondiente a los meses de enero 
hasta junio debe ser la misma a la fijada en julio de 2025. 
 
De igual manera, del artículo 18 se extrae que el importe de la renta ha de ser fijo durante el 
año del contrato, no pudiendo introducirse cláusulas que aumenten las mensualidades, y 
sobre todo “en ningún caso el incremento producido como consecuencia de la actualización anual de 
la renta no podrá exceder del resultado de aplicar la variación porcentual experimentada por el IPC a 
fecha de cada actualización, tomando como mes de referencia para la actualización el que corresponda 
al último índice que estuviera publicado en la fecha de actualización del contrato”. Por ello, el 
incremento debería ser pactado en julio de 2026 conforme al último IPC disponible.​
Por último, en la actualización observamos un incremento del 37,5% desde Enero a 
Diciembre, siendo estas del 12,5% en el primer trimestre, del 11,11% en el segundo y del 10% 
en el tercero, muy por encima del IPC. 
 
En conclusión, el importe de las mensualidades de enero a junio de 2026 deberán ser 
idénticas a la fijada a partir de julio de 2025. Respecto a la actualización de la renta, sólo 
podrá realizarse anualmente el 1 de julio de 2026 conforme al último IPC disponible. 
 
En relación al seguro de la vivienda, conforme al artículo 20 LAU es correcta su repercusión 
al arrendatario. 
 

 



CLÁUSULA V → Cláusula conforme a derecho en base al artículo 17.2 LAU que permite 
que las partes pacten cuando se realizará el pago de las mensualidades.  
 
CLÁUSULA VI → Se observa que la cláusula menciona un importe global de "Noventa 
Euros (90.00 €)" en concepto de gastos. Para corroborar la legalidad de esta repercusión, es 
imperativo que el contrato desglose el importe anual total de la cuota de comunidad 
ordinaria vigente al momento de la firma. La ausencia de este dato numérico anualizado en 
el documento contractual podría facultar al arrendatario para impugnar la repercusión por 
incumplimiento de los requisitos de validez del Art. 20.1 de la LAU, alegando falta de 
transparencia. 

Y sobre las derramas, partiendo de la base del principio de libertad de pacto, es necesario 
proteger al arrendatario frente a gastos que supongan una mejora estructural del edificio 
(propiedad del arrendador). Para asegurar la viabilidad de la repercusión de "cuotas extra", 
debe hacerse constar que estas se limitarán a aquellas necesarias para el sostenimiento y 
servicios del inmueble, respetando en todo caso el límite de incremento anual legalmente 
establecido (Art. 20.2 LAU). 

La renta actualizada será exigible al arrendatario a partir del mes siguiente a la notificación 
escrita por parte de la parte interesada, en la que se indique el porcentaje de alteración 
aplicado y, si el arrendatario lo requiere, se acompañe la certificación del Instituto Nacional 
de Estadística. 

Posible redacción correcta “El precio de alquiler, más los gastos de comunidad ordinarios (90 euros 
mensuales), implicando un importe de 1080 euros anuales. A los que se le sumará una estimación 
basada en el presupuesto anual de la comunidad de vecinos en concepto de derramas adicionales, 
implicando una cantidad de X euros anuales, que representa una repercusión anual valorada en X/12 
euros. El gasto anual total que asume el arrendatario, será de 1080+ X euros.”  

CLÁUSULA VII → Esta cláusula se remite a copiar el artículo 21 de la LAU por lo que es 
conforme a derecho. 

CLÁUSULA VIII → La rescisión del contrato por incumplimiento de alguna de las partes, o 
solo por incumplimiento del inquilino, puede dar lugar a indemnización por daños y 
perjuicios. La LAU permite la resolución del contrato en caso de incumplimiento de las 
obligaciones, como el impago de la renta, y establece que la parte perjudicada puede solicitar 
la rescisión y la indemnización correspondiente.El artículo 27 de la LAU enumera las causas 
de resolución del contrato, incluyendo el impago de la renta, el incumplimiento de las 
obligaciones pactadas y la utilización del inmueble para un uso distinto al convenido.     

CLÁUSULA IX → Cláusula conforme a derecho en base al artículo 11 LAU, que valida la 
posibilidad de desistimiento con aviso con 30 días de antelación, con su indemnización tras 
el cálculo correspondiente. 

CLÁUSULA X → Establece la obligación del inquilino de devolver la vivienda en las 
condiciones en que la recibió, salvo el deterioro por el uso o causa inevitable, y que las 
mejoras realizadas permanecerán en la vivienda, está regulado en la Ley de Arrendamientos 
Urbanos (LAU) en su artículo 21.  
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CLÁUSULA XI → Esta cláusula es conforme a derecho. El art 8.1 de la LAU permite el 
subarriendo, pero siempre contando con el consentimiento escrito del arrendador.  Por lo 
tanto,  la negativa del arrendador a la cesión del contrato y subarriendo es válida. 

CLÁUSULA XII → Está cláusula es válida, ya que cumple con los requisitos establecidos en 
el art 36 LAU. 

 Por un lado, respecto a la entrega de un mes de fianza, el art. 36.1 LAU establece que será 
obligatoria la exigencia y prestación de fianza en metálico de una cantidad equivalente a una 
mensualidad de renta en el arrendamiento de vivienda. Por lo tanto, podemos decir que la 
entrega de una fianza de 400 euros, que en el caso concreto corresponde a una mensualidad, 
es conforme a derecho. 

Por otro lado, en relación con el plazo de devolución, el art. 36.5 LAU dispone que este será 
de un mes desde la entrega de las llaves, por lo que la cláusula también es válida en cuanto a 
dicho plazo. 

CLÁUSULA XIII → Gastos corrientes del Arrendamiento.  

El apartado a) es conforme a derecho, puesto que el art 20.3 de la LAU establece lo siguiente: 
Los gastos por servicios con que cuente la finca arrendada que se individualizan mediante 
aparatos contadores serán en todo caso de cuenta del arrendatario. De esta redacción se 
desprende que el cambio de titularidad del contrato de suministros podría pagarse por el 
inquilino.  

El apartado b) también es conforme a derecho, siempre que las partes lo acuerden y quede 
reflejada de manera expresa en el contrato, como sucede en este caso.  

De igual manera el apartado c) donde se dice que el arrendador se hará cargo del IBI es 
válido, este caso es lo habitual. Sin embargo, podría pactarse otra cosa.  

Así, el apartado d) también es válido, ya que de acuerdo con el art Artículo 20.1 permite 
pactar que los gastos generales para el adecuado sostenimiento del inmueble y sus servicios 
(como la comunidad) sean a cargo del arrendatario. Para que este pacto sea válido, debe 
constar por escrito y determinar el importe anual de dichos gastos a la fecha del contrato.  

El apartado e) también es correcto.  

Respecto al apartado f) podemos decir lo siguiente: 

-​ Por un lado, las reparaciones por deterioro en el tiempo (entendidas como obras de 
conservación) corren a cargo del arrendador, tal como establece el art. 21 de la Ley de 
Arrendamientos Urbanos. Por otro lado, las reparaciones derivadas de un mal uso o 
negligencia imputable al inquilino corresponden al arrendatario. Por tanto, estas dos 
previsiones son conformes a derecho. 

-​ Respecto a las obras de mejora, esta cláusula podría ser declarada nula, puesto que, 
como norma general, las obras de mejora corresponden al arrendador. No se puede 
imponer en una cláusula que las obras de mejora recaigan sobre el inquilino, ni cabe 
su repercusión al mismo. Nos apoyamos en jurisprudencia como la SAP Zaragoza de 
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9 de octubre de 1999, la cual considera además que que las obras acordadas por la 
comunidad son mejoras. 

Posible redacción correcta: “las reparaciones tales como obras de conservación correrán a cargo del 
arrendador. En caso de que el arrendatario desee llevar a cabo obras de mejora voluntarias, deberá 
comunicarlo previamente y de forma fehaciente al arrendador, quien tendrá la facultad de decidir. Los 
daños causados por mal uso de la vivienda correrán a cargo del arrendatario.” 

CLÁUSULA XIII → Esta cláusula reconoce el derecho del arrendatario de adquisición 
preferente en caso de venta de la vivienda, regulado en el art. 25 de la Ley de 
Arrendamientos Urbanos. Este derecho permite al inquilino tener preferencia para comprar 
la vivienda si el arrendador decide venderla. Por ello, la cláusula es conforme a derecho.  

CLÁUSULA XIV → La cláusula es válida pero unilateral, ya que sólo contempla la 
resolución por culpa del inquilino basándose en el Art. 27.2 LAU. Omite que el arrendatario 
también tiene derecho a resolver el contrato si el arrendador incumple sus deberes (como las 
reparaciones de habitabilidad), según el Art. 27.3 LAU.                                                                            
Por lo tanto, sería interesante añadir en la cláusula los supuestos recogidos en el art 27.3 
LAU, para la disolución del contrato por parte del arrendatario. 

CLÁUSULA XV → Esta cláusula es parcialmente conforme a derecho. En caso de 
fallecimiento del arrendatario, la subrogación se rige por el art. 16 LAU, que limita las 
personas legitimadas y establece requisitos específicos, por lo que la referencia genérica a 
“familiares” resulta imprecisa. En caso de fallecimiento del arrendador, la posición 
contractual se transmite automáticamente a sus herederos conforme a los arts. 661 y 1257 del 
Código Civil, sin necesidad de solicitud, (la subrogación es automática) por lo que la 
cláusula también resulta incorrecta en este punto. 

CLÁUSULA XVI → Esta cláusula es totalmente válida, muy recomendable y conforme a 
nuestro ordenamiento jurídico. Aunque un contrato de alquiler de vivienda es 
perfectamente válido y vinculante en formato de documento privado, esta cláusula refuerza 
el contrato frente a terceros. 

APLICACIÓN DEL RD 8/2026 POR LA CRISIS EN ORIENTE MEDIO → Aconsejamos al 
arrendatario intentar no pactar nada con el arrendador respecto a la renta del próximo año 
para que aplique el artículo 2 de este artículo, ya que en ausencia de este nuevo pacto entre 
las partes, el incremento de la renta a aplicar no podrá ser superior al dos por ciento.» 
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